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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

noviembre de 2024 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio No. 09485 
 
 
Quito, D.M., 21 de noviembre de 2024 
 
Magíster 
Diego Fernando Guerrero Guevara 
GERENTE GENERAL SUBROGANTE   
EMPRESA PÚBLICA DE HIDROCARBUROS DEL ECUADOR 
E.P. PETROECUADOR 
Quito.  
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. PETRO-PGG-2024-0998-O, de 25 de octubre de 2024, ingresado en el 
correo institucional de la Procuraduría General del Estado el 28 de los mismos mes y año, se 
reformularon las consultas inicialmente efectuadas con oficio No. PETRO-PGG-2024-0881-O, 
de 17 de septiembre de 2024, ingresado en el correo institucional de la Procuraduría General del 
Estado el 18 de septiembre de 2024, en el siguiente tenor: 

 
“1) ¿En cumplimiento de las políticas de: Comercialización Internacional de Hidrocarburos; 
de antisoborno; de prevención y control de lavados de activos; del documento relacionado: 
Operaciones de Comercio Internacional, que mantiene la Empresa Pública de Hidrocarburos 
del Ecuador, amparados en lo determinado en el artículo 67 del Código Orgánico 
Administrativo; y, en ejercicio de la facultad que le reconoce el artículo 7 del Decreto 
Ejecutivo 1221 y la disposición emitida por su Directorio al Gerente General a través de la 
Resolución No. DIR-EPP-002-2010, podrá requerir a las personas naturales y/o compañías 
que participan en los procesos de contratación de actividades relacionadas con el comercio 
internacional de hidrocarburos del Ecuador, una Declaración Juramentada que manifieste 
que éstas personas y/o empresas, así como sus representantes legales, mandatarios, directores, 
gerentes con representación y/o apoderados entre otros, no tengan sentencias condenatorias 
ejecutoriadas por delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de 
influencias, oferta para realizar tráfico de influencias, testaferrismo, lavado de activos, 
asociación ilícita, delincuencia organizada relacionados con actos de corrupción, o delitos 
similares ejecutados en el exterior, así como tampoco hayan aceptado su culpabilidad por 
medio de la suscripción de acuerdos tales como enjuiciamiento diferido o similares?” 

 
Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
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1.1. De manera previa a atender su requerimiento, este organismo, en cumplimiento de lo 
dispuesto en el numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 
Ecuador1 (en adelante “CRE”), y los artículos 3, letra f) y 13 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General del Estado2 (en adelante “LOPGE”), mediante oficio No. 08723, 
de 20 de septiembre de 2024, e insistencia contenida en oficio No. 08972, de 9 de 
octubre de 2024, requirió reformular su consulta, lo cual fue atendido con oficio al que 
se hizo referencia al inicio del presente. 
 

1.2. Al oficio de la consulta reformulada, se acompañó el informe jurídico del Procurador de 
la Empresa Pública de Hidrocarburos E.P. PETROECUADOR (en adelante “EP 
PETROECUADOR”), contenido en el memorando No. PETRO-AJU-2024-2934-M, de 
25 de octubre de 2024, en el que citó en lo principal como fundamentos jurídicos los 
artículos 82, 84, 226, 227, y 425 de la Constitución de la República del Ecuador3 (en 
adelante “CRE”); 128, 130 y 131 del Código Orgánico Administrativo4 (en adelante 
“COA”); 270 del Código Integral Penal5 (en adelante “COIP”); 3 y 7 del Decreto 
Ejecutivo No. 12216 (en adelante “Decreto 1221”); y, 2, 3 letra d), 4, 37, 39 y 45 del 
documento denominado “Operaciones de Comercio Internacional”7. 
 
“3. ANÁLISIS JURÍDICO: 
 
3.1. (…) El principio de eficacia, desde un ámbito dogmático, constituye un principio material 
de actuación que obliga a considerar los principios de organización como criterios 
instrumentales para la satisfacción de los intereses generales. En consecuencia, a través de este 
principio se promueve la indispensable diligencia que debe auspiciar la gestión de los intereses 
generales y el respeto que merecen los derechos constitucionales de los administrados. (…) 
 
(…) Con esta puntualización se advierte que la comercialización externa de hidrocarburos, el 
transporte marítimo e inspección independiente, servicios especializados de información del 
mercado petrolero y el servicio de calificación de riesgos, que demanda el objeto social de la 
Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador, EP PETROECUADOR, son actividades 
exentas al ámbito de aplicación de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública; por lo que, en ejercicio de la capacidad normativa reconocida en el Decreto Ejecutivo 
de su creación y la disposición del Directorio de la empresa pública en mención, contenida en la 
Resolución No. DIR-EPP-002-2010 de 06 de abril de 2010, se expide el documento 
´Operaciones de Comercio Internacional´, cuyo objetivo es establecer los principio y normas 
que regulan las actividades citadas. 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOPGE, publicada en el Registro Oficial No. 312 de 13 de abril de 2004. 
3 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre 2008; última reforma publicada en el Tercer Suplemento del 

Registro Oficial No. 568 de 30 de mayo de 2024. 
4 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 7 de julio 2017; última reforma publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial 525 de 25 de marzo de 2024. 
5 COIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.180 de 10 de febrero 2014; última reforma publicada en el Suplemento 
del Registro Oficial No. 646 de 18 de septiembre de 2024. 
6 Decreto 1221, publicado en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No.371 de 15 de enero de 2021. 
7 https://eppetroecuadorenlinea.eppetroecuador.ec/eppec-extranet- ang/comercioInternacional. 
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(…) 3.2. El documento ´Operaciones de Comercio Internacional´, en calidad de ´acto 
Normativo´ en cumplimiento del artículo 131 del Código Orgánico Administrativo, mantiene 
concordancia con la jerarquía normativa dispuesta en el artículo 425 de la Constitución de la 
República del Ecuador; y, en tal sentido, no restringe los derechos y garantías constitucionales; 
por lo que, específicamente en el artículo 38, literal e) de la norma en mención, se determina 
como una inhabilidad especial para contratar con esta empresa pública el mantener una 
sentencia condenatoria ejecutoriada por los delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, 
concusión, cohecho, tráfico de influencias, testaferrismo, lavado de activos, asociación ilícita y 
delincuencia organizada. No obstante, en consideración de la naturaleza extraterritorial que 
implica la operación para la compraventa de hidrocarburos, y la dinámica que demanda este 
mercado, es indispensable generar herramientas que aporten al cumplimiento del objeto social y 
a las políticas empresariales, en beneficio del interés general de la sociedad ecuatoriana. 
 
(…) Complementariamente, la empresa cuenta con una ´Política de prevención y control de 
lavado de activos´, cuyo objetivo principal es ´(…) articular la cooperación interinstitucional 
para el desarrollo y la colaboración en materia de prevención, detección y erradicación del 
delito de lavado de activos y financiamiento de delitos (…)´; cuyo eje fundamental es prevenir, 
monitorear y reportar actividades inusuales, injustificadas o sospechosas de la gestión en la que 
se desenvuelven los clientes, proveedores, empleados y el mercado. A su vez, este instrumento se 
articula con la ´Política Antisoborno´, que establece principios que permitan fortalecer el 
compromiso de ejecutar sus actividades empresariales internas y externas de forma 
transparente, ética y responsable, (…) 
 
En este orden de ideas, es necesario explicar que si bien el documento ´Operaciones de 
Comercio Internacional´ determina la existencia de un ´Registro de proveedores´ donde se 
califican empresas internacionales para participar en concursos de compraventa de 
hidrocarburos y transporte marítimo, tras demostrar solvencia legal, económica, operacional y 
técnica; se toma conocimiento por medios de comunicación que existen compañías calificadas 
que se encuentran inmersas en actos de corrupción en jurisdicciones extranjeras, lo cual afecta 
no solo la seguridad en la operación de compraventa de hidrocarburos, sino la imagen y 
credibilidad de esta empresa pública. (…) 
 
3.3. Con los elementos expuestos, se cita la definición de ´declaración juramentada o Jurada´, 
como una “manifestación personal, verbal o escrita, donde se asegura la veracidad de lo 
declarado bajo juramento ante autoridades administrativas o judiciales. Se presume como cierto 
lo que se declara mientras no se acredite lo contrario”. Por lo tanto, la declaración 
juramentada configura una herramienta para la verificación de una verdad que se vincula a 
diferentes ámbitos y que genera una garantía sobre hechos que no pueden comprobarse de otra 
manera o de los cuales no existe evidencia y que en caso de comprobarse su falta, somete al 
declarante a las sanciones respectivas. 
 
3.4. La declaración juramentada en calidad de instrumento que facilita justificar un hecho o un 
derecho, se encuentra investido por la presunción ´iuris tantum´, por lo que, al admitir prueba 
en contrario genera en el ámbito penal la configuración del delito de perjurio, siempre que se 
evidencie su falsedad, es decir, se compruebe el quebrantamiento del juramento o 
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incumplimiento de una promesa rendida, que a su turno puede referirse o no a una declaración 
previa o posterior. 
 
En este orden de ideas, se observa que el artículo 270 del Código Orgánico Integral Penal 
tipifica el delito de perjurio y establece una pena privativa de libertad de tres a cinco años, 
especificándose dentro del mismo artículo que se incurre en este tipo penal, cuando ´a sabiendas 
se ha faltado a la verdad en declaraciones patrimoniales juramentadas o juradas hechas ante 
Notario Público´. 
 
(…) 
 
Con esta precisión, cabe indicar que la valoración previa que se hace al oferente respecto a sus 
capacidades para cumplir con el objeto de contratación, incluye la declaración juramentada de 
una actuación ética durante el desarrollo del concurso y la ejecución contractual, entendiéndose 
que, de constar dentro de este instrumento la aseveración de no tener sentencias condenatorias 
por delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de influencias, 
oferta de realizar tráfico de influencias, testaferrismo, lavado de activos, asociación ilícita y 
delincuencia organizada relacionados con actos de corrupción, o delitos similares ejecutados en 
el exterior, así como tampoco haber aceptado su culpabilidad por medio de la suscripción de 
acuerdos tales como enjuiciamiento diferido o similares, se configura un requisito que habilita 
al adjudicatario y posterior Contratista al desarrollo contractual. 
 
En este orden de ideas, se señala que el documento ´Operaciones de Comercio Internacional´ en 
sus artículos 4 y 14, establecen la posibilidad de requerir a los oferentes la presentación de una 
declaración juramentada bajo las condiciones previstas en el párrafo precedente, señalándose 
que, de comprobarse el delito de perjurio dentro de la fase precontractual, cabe generar la 
descalificación del oferente; mientras que, al tratarse de la fase contractual, de acuerdo con el 
artículo 45, letra g) de la norma en mención, es posible señalar dentro de las estipulaciones 
contractuales las causales de terminación unilateral que estime adecuadas con la naturaleza 
contractual, siendo esta vía, la idónea para dotar de efecto resolutorio del contrato a la 
verificación del cometimiento del delito de perjurio por parte del Contratista, toda vez que se ha 
faltado a la verdad sobre la calidad prometida por el adjudicatario. 
 
(…) De esta forma, a través de la normativa interna para la comercialización internacional de 
hidrocarburos, esta empresa pública posibilita cumplir con la ´Política de Comercialización 
Internacional de Hidrocarburos´, así como los objetivos de la ´Política de prevención y control 
de lavado de activos´ y ´Política Antisoborno´, sin contravenir los derechos y garantías 
reconocidas en la Constitución de la República del Ecuador. 
 
4. CRITERIO JURÍDICO: 
 
(…) 
 
Amparados en lo determinado en el artículo 67 del Código Orgánico Administrativo, en 
ejercicio a la facultad que le reconoce el artículo 7 del Decreto Ejecutivo 1221, la disposición 
emitida por su Directorio al Gerente General a través de la Resolución No. DIR-EPP-002-2010 
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y en cumplimiento a las disposiciones del documento ´Operaciones de Comercio Internacional´, 
específicamente los artículos 4 y 14, es posible establecer dentro de los términos de 
referencia/bases de los concursos de compraventa de hidrocarburos que lleve a cabo esta 
empresa pública, la presentación por parte de la empresa extranjera adjudicataria, de una 
declaración juramentada en los términos expuestos en la presente consulta, con la finalidad de 
precautelar una operación internacional segura, sin que ello implique una inobservancia al 
artículo 131 del Código Orgánico Administrativo. 
 
En este sentido, el instrumento “declaración juramentada” al comportar una presunción ´iurus 
tantum´, admite prueba en contrario, por lo que, de llegarse a comprobar la falsedad en lo 
declarado, permite a esta empresa pública implementar los procesos correspondientes para su 
sanción.” 

 
2.- Análisis. – 
 
Para facilitar el estudio de la consulta planteada, el análisis abordará los siguientes puntos: i) 
Normas que regulan la contratación de actividades de comercio internacional de hidrocarburos y 
ii) Normativa sobre prevención de corrupción y lucha contra delincuencia organizada.  
 
2.1. Normas que regulan la contratación de actividades de comercio internacional de 
hidrocarburos. -  
 
El artículo 82 de la CRE establece el derecho a la seguridad jurídica que “fundamenta en el 
respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 
aplicadas por las autoridades competentes”. El artículo 226 ibidem consagra el principio de 
legalidad, según el cual los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una 
potestad estatal “ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en 
la Constitución y la ley”. 
 
El artículo 261 numeral 11 de la CRE establece que el Estado Central tiene competencias 
exclusivas sobre "Los recursos energéticos; minerales, hidrocarburos, hídricos, biodiversidad y 
recursos forestales ", y, en este contexto, el inciso primero del 313 ibidem determina que el 
Estado se reserva el derecho de “administrar, regular, controlar y gestionar los sectores 
estratégicos, de conformidad con los principios de sostenibilidad ambiental, precaución, 
prevención y eficiencia” (énfasis añadido). 
 
Sobre las competencias implícitas el artículo 67 del COA prescribe que “El ejercicio de las 
competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo 
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de 
sus funciones”; y, el artículo 128 define al acto normativo de carácter administrativo como 
“toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de una competencia administrativa que 
produce efectos jurídicos generales, que no se agota con su cumplimiento y de forma directa”. 
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Además, el COA, en el artículo 131, establece las prohibiciones de la competencia normativa de 
las administraciones públicas. 
 
De otra parte, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo 1221 dispuso la fusión por absorción de la 
Empresa Pública de Exploración y Explotación de Hidrocarburos, Petroamazonas E.P. a la 
Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador, EP PETROECUADOR; y, el artículo 2 ibidem 
señala la autonomía de EP PETROECUADOR “es una persona de derecho público con 
personalidad jurídica. patrimonio propio, dotada de autonomía presupuestaria, financiera, 
económica. administrativa y de gestión”; autonomía establecida en similares términos en el 
artículo 4 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas8 (en adelante “LOEP”). 
 
Del tenor del artículo 3 del Decreto 1221, el objeto de la EP PETROECUADOR es “la gestión 
del sector estratégico de los recursos naturales no renovables, para su aprovechamiento 
sustentable. conforme a la Ley Orgánica de Empresas Públicas y la Ley de Hidrocarburos, 
para lo cual intervendrá en todas las fases de la actividad hidrocarburífera (…)”. 
 
En este orden de ideas, el inciso primero del artículo 39 de la Ley de Hidrocarburos10 (en 
adelante “LH”), al referirse a la actividad hidrocarburífera, que entre otras actividades 
comprende el transporte de hidrocarburos por oleoductos, poliductos y gasoductos, su 
refinación, industrialización, almacenamiento y comercialización, dispone que estará a cargo 
de empresas públicas, o por delegación por empresas nacionales o extranjeras de reconocida 
competencia en esas actividades, legalmente establecidas en el país (énfasis añadido). 
 
En este contexto, sobre los sistemas de contratación de la EP PETROECUADOR, el artículo 7 
del Decreto 1221 dispone que “se someterán a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, con excepción de las diversas fases de la actividad hidrocarburífera 
que se regirán por la normativa prevista en la Ley de Hidrocarburos, su reglamentación y 
demás disposiciones aplicables en esta materia que se declaran vigentes y de plena eficacia”. 
Añade la misma norma que “Tales sistemas de contratación también se podrán regir por la 
normativa que expida en lo futuro la Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador. EP 
PETROECUADOR, facultándose a su directorio a realizar las reformas que considere 
pertinentes a los reglamentos vigentes” (énfasis añadido). 
 

 
8 LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48 de 16 de octubre de 2009; última reforma publicada en el Segundo 
Suplemento del Registro Oficial No. 475 de 11 de enero de 2024. 
9 Artículo sustituido por el Art. 46 de la Ley 2000-4, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 34 de 13 de marzo de 
2000; reformado por el Art. 7 de la Ley 2000-10, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48 de 31 de marzo de 2000; 
por la Disposición Final Segunda, num. 1.4.1, de la Ley publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48 de 16 de octubre de 
2009 y por los Arts. 2, 19, 20 del Decreto Ley s/n, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 244 de 27 de julio de 2010 y 
reformado por la Disposición Derogatoria Séptima del Código Orgánico del Ambiente publicado en el Suplemento del Registro 
Oficial No. 983 de 12 de abril de 2017. 
10 LH, publicada en el Registro Oficial No. 711 de 15 de noviembre 1978; última reforma publicada en la Edición Constitucional 
del Registro Oficial No. 160 de 11 de enero de 2023. 
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En ejercicio de sus atribuciones, la EP PETROECUADOR ha expedido varios documentos para 
regular los procesos de contratación que le competen y entre ellos con relación al tema de 
consulta, el documento “Operaciones de Comercio Internacional”, cuyo propósito y alcance, de 
conformidad con el artículo 1, es “ Establecer los principios y normas que regulan los 
procedimientos para la Comercialización Internacional de Hidrocarburos de la Empresa 
Pública de Hidrocarburos del Ecuador, EP PETROECUADOR”, la cual engloba las 
actividades que señala la misma norma y que son la compra-venta de hidrocarburos, transporte 
marítimo, inspección independiente, servicios especializados de información del mercado 
petrolero y servicios de calificación de riesgos. 
 
Por su parte, el artículo 2 del documento “Operaciones de Comercio Internacional”, determina 
las políticas para las antedichas actividades y el artículo 3 señala las funciones de la Gerencia de 
Comercio Internacional en este ámbito. 
 
El artículo 4 del mismo documento, define que las condiciones específicas de contratación “Son 
los términos de referencia o bases que contienen información particular e independiente de 
cada concurso y su publicación se realiza coincidiendo con la celebración de los mismos”. Las 
condiciones generales de contratación son los términos de referencia o bases para la 
participación y la adjudicación de los concursos “que aplican a las operaciones de compra 
venta de hidrocarburos o a la contratación de transporte marítimo y que respaldan las 
transacciones comerciales dotándolas del apoyo legal requerido, conocidas en el mercado 
internacional como General Terms and Conditions (GTC´S)”; y, según la misma norma, los 
términos de referencia constituyen las “Condiciones Generales y Específicas de Contratación 
que regulan las contrataciones de compra venta de hidrocarburos o contrataciones de 
transporte marítimo”. 
 
Las condiciones antes señaladas son normadas por EP PETROECUADOR, de conformidad con 
su capacidad regulatoria en materia de contratación hidrocarburífera, conforme ha quedado 
previamente señalado y constan en el artículo 14 del mismo documento “Operaciones de 
Comercio Internacional”, así como las inhabilidades generales para contratar y el registro de 
incumplimientos que se señalan en los artículos 37 y 39 del antedicho documento. 
 
De lo manifestado, se desprende que: i) el Estado Central tiene competencias exclusivas sobre 
los recursos energéticos, minerales e hidrocarburos, y se reserva el derecho de administrar, 
regular, controlar y gestionar los sectores estratégicos; ii) un acto normativo de carácter 
administrativo es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de una competencia 
administrativa que produce efectos jurídicos generales, que no se agota con su cumplimiento y 
de forma directa; y, el ejercicio de las competencias asignadas a los órganos o entidades 
administrativos incluye, no solo lo expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea 
necesario para el cumplimiento de sus funciones; iii) EP PETROECUADOR es una persona de 
derecho público con personalidad jurídica, patrimonio propio, autonomía presupuestaria, 
financiera, económica. administrativa y de gestión, cuyo objeto es la gestión del sector 
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estratégico de los recursos naturales no renovables, para lo cual intervendrá en todas las fases de 
la actividad hidrocarburífera; iv) la actividad hidrocarburífera comprende, entre otras 
actividades, el transporte de hidrocarburos por oleoductos, poliductos y gasoductos, su 
refinación, industrialización, almacenamiento y comercialización. El comercio internacional de 
hidrocarburos abarca la compra-venta de hidrocarburos, transporte marítimo, inspección 
independiente, servicios especializados de información del mercado petrolero y servicios de 
calificación de riesgos; v) la contratación de las diversas fases de la actividad hidrocarburífera se 
rige por la Ley de Hidrocarburos, su reglamentación y demás disposiciones aplicables en esta 
materia y por la normativa que expida la Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador EP 
PETROECUADOR; y, vi) para el comercio internacional de hidrocarburos, dicha empresa ha 
expedido el documento “Operaciones de Comercio Internacional”, que contiene los principios 
y normas que regulan los procedimientos para la Comercialización Internacional de 
Hidrocarburos, lo que incluye los términos de referencia, condiciones generales, condiciones 
específicas, así como las inhabilidades generales para contratar y registro de incumplimientos, 
entre otros aspectos. 
 
2.2. Normativa sobre prevención de corrupción y lucha contra delincuencia organizada. - 
 
De otra parte, el artículo 23311 de la CRE señala que “ninguna servidora ni servidor público 
estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones o 
por omisiones, y serán responsable administrativa, civil y penalmente por el manejo y 
administración de fondos, bienes o recursos públicos”. Añade la misma norma constitucional en 
su último inciso que: 
 

“las personas contra quienes exista sentencia condenatoria ejecutoriada por los delitos de 
peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de influencias, oferta de realizar 
tráfico de influencias, y testaferrismo; así como, lavado de activos, asociación ilícita, y 
delincuencia organizada relacionados con actos de corrupción; estarán impedidos para ser 
candidatos a cargos de elección popular, para contratar con el Estado, para desempeñar 
empleos o cargos públicos y perderán sus derechos de participación establecidos en la presente 
Constitución”.  

 
En armonía con la norma constitucional, el COIP tipifica los referidos delitos y determina las 
penas para los mismos. 
 
Así, es pertinente considerar que el inciso primero del artículo 425 de la CRE establece el orden 
jerárquico de aplicación de las normas en el siguiente orden: “La Constitución; los tratados y 
convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las normas regionales y 
las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las 
resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos”. 

 
11 Artículo sustituido por el Anexo No. 1 de la Pregunta No. 1 del Referéndum, efectuada el 4 de febrero de 2018, cuyos resultados 
constan publicados en el Suplemento del Registro Oficial No. 181 de 15 de febrero de 2018. 
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Adicionalmente, cabe tener presente que el Ecuador es suscriptor de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción12 (en adelante “UNCAC”, por sus siglas en inglés), cuya 
finalidad está establecida en su artículo 1 y, en particular, la letra a) señala “Promover y 
fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la corrupción”. 
En cuanto a su ámbito de aplicación, el artículo 3 ibidem prescribe en sus numerales 1 y 2 que 
se aplica “a la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de la corrupción y al embargo 
preventivo, la incautación, el decomiso y la restitución del producto de delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención”, y que “a menos que contenga una disposición en contrario, 
no será necesario que los delitos enunciados en ella produzcan daño o perjuicio patrimonial al 
Estado” (énfasis añadido). 
 
En este orden de ideas, el numeral 1 del artículo 5 de la UNCAC, con relación a las “Políticas y 
Prácticas de Prevención de la Corrupción”, prescribe que cada Estado Parte, de conformidad 
con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, “formulará y aplicará o 
mantendrá en vigor políticas coordinadas y eficaces contra la corrupción que promuevan la 
participación de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión de 
los asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la transparencia(…)” y según lo 
previsto en el numeral 2 del mismo artículo “Cada Estado Parte procurará establecer y 
fomentar prácticas eficaces encaminadas a prevenir la corrupción”. (Énfasis añadido) 
 
La UNCAC se refiere a los delitos de peculado, tráfico de influencias, abuso de funciones, 
enriquecimiento ilícito, blanqueo de capitales, entre otros, y, como consecuencia de los actos de 
corrupción, en su artículo 34 dispone que “(…) cada Estado Parte, de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, adoptará medidas para eliminar las 
consecuencias de los actos de corrupción”, para lo cual “(…) podrán considerar la corrupción 
un factor pertinente en procedimientos jurídicos encaminados a anular o dejar sin efecto un 
contrato o a revocar una concesión u otro instrumento semejante, o adoptar cualquier otra 
medida correctiva”. 
 
En esta línea de ideas, la lucha contra la delincuencia organizada y el crimen transfronterizo es 
una preocupación de los gobiernos; por lo cual, el Ecuador suscribió la “Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”13 (en adelante “UNTOC” 
por sus siglas en inglés) la cual señala como su finalidad en el artículo 1 “promover la 
cooperación para prevenir y combatir más eficazmente la delincuencia organizada 
transnacional”, y, en torno a la prevención, el numeral 1 de su artículo 31 prescribe que “Los 
Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y establecer y promover 
prácticas y políticas óptimas para la prevención de la delincuencia organizada 
transnacional” (énfasis añadido). 
 

 
12 UNCAC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 166, 15 de diciembre 2005 
13 UNTOC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 153 de 25 de noviembre de 2005. 
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Por otra parte, mediante Decreto Ejecutivo No. 24914 (en adelante “Decreto 249”), se declaró a 
la integridad pública como Política Nacional, orientada al cumplimiento de los objetivos de 
desarrollo sostenible y metas de la Agenda 2030 y, según el segundo inciso del artículo 2 del 
referido decreto, se establece que “la integridad pública es la alineación consistente y la 
adhesión a valores, principios y normas éticos compartidos para mantener y priorizar el interés 
público sobre los intereses privados en el sector público (…) es una condición necesaria para 
prevenir y enfrentar el fenómeno de la corrupción y es decisiva para asegurar la credibilidad 
en la institucionalidad pública”. 
 
De las normas señaladas, se desprende lo siguiente: i) ningún servidor está exento de 
responsabilidades por los actos u omisiones en el ejercicio de sus funciones. Adicionalmente, 
están impedidos de contratar con el Estado las personas contra quienes exista sentencia 
condenatoria ejecutoriada por los delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, 
cohecho, tráfico de influencias, oferta de realizar tráfico de influencias, y testaferrismo; así 
como, lavado de activos, asociación ilícita, y delincuencia organizada relacionados con actos de 
corrupción; ii) el orden jerárquico de aplicación de las normas está determinado por: la 
Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; 
las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; 
los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos; iii) el 
Ecuador es suscriptor de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, que 
prescribe que cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, formulará y aplicará o mantendrá en vigor políticas coordinadas y 
eficaces contra la corrupción, que promuevan la participación de la sociedad y reflejen los 
principios del imperio de la ley, la debida gestión de los asuntos públicos y los bienes públicos, 
la integridad, la transparencia y procurarán establecer y fomentar prácticas eficaces 
encaminadas a prevenir la corrupción; iv) el Ecuador es parte de la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, que prevé que los Estados Parte 
procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y establecer y promover prácticas y 
políticas óptimas para la prevención de la delincuencia organizada transnacional; y, v) La 
integridad pública es una condición necesaria para prevenir y enfrentar el fenómeno de la 
corrupción, y es decisiva para asegurar la credibilidad en la institucionalidad pública. 
 
3. Pronunciamiento.  
 
Del análisis jurídico precedente se concluye que la Empresa Pública de Hidrocarburos del 
Ecuador EP PETROECUADOR, en virtud de la facultad otorgada por el artículo 7 del Decreto 
Ejecutivo No. 1221 para emitir normativa regulatoria en la contratación de las fases de la 
actividad hidrocarburífera, entre las que se incluye el comercio internacional de hidrocarburos, 
puede, de considerarlo pertinente, incluir el requerimiento de una declaración juramentada en 
los términos señalados en su consulta.  

 
14 Decreto 249 publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.554 de 9 de mayo de 2024. 
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Esta disposición se sustenta en el artículo 67 del Código Orgánico Administrativo y en las 
políticas y normativas que constan en el documento “Operaciones de Comercio Internacional”, 
dicha declaración juramentada estaría respaldada en las disposiciones de los artículos 5 
numerales 1 y 2 y 34 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC) 
y el numeral 1 del artículo 31 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional (UNTOC), en concordancia con el artículo 1 del Decreto Ejecutivo 
No. 249, que declara la integridad pública como Política Nacional. 
 
El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, 
siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a casos 
institucionales específicos. 
 
Atentamente,  
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
 
    
 
 

Firmado electrónicamente por:

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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Oficio No. 09489 
 
 
Quito, DM, 21 de noviembre de 2024 
 
Magíster 
Pablo Ramiro Iglesias Paladines 
SUPERINTENDENTE DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL, USO Y 
GESTIÓN DEL SUELO (SOT) 
SUPERINTENDENCIA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL, USO Y GESTION 
DEL SUELO (SOT) 
Quito. 
 
De mi consideración:  
 
Mediante oficio No. SOT-DS-0100-2024-O, de l8 de septiembre de 2024, ingresado en 
la Procuraduría General del Estado el mismo día, se reformularon las consultas 
inicialmente planteadas, en oficio No. SOT-DS-0092-2024-O, de 15 de agosto de 2024, 
ingresado en el correo institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, 
en los siguientes términos: 
 

“De acuerdo a lo previsto en el artículo 104 de la LOOTUGS que remite el 
procedimiento para ejecución coactiva al Código Tributario, es procedente aplicar la 
figura de dación en pago con bonos del Estado, de conformidad al artículo 43 de 
Código Tributario?”. 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1.1. Mediante oficio No. 08244, de 16 de agosto de 2024, la Procuraduría General del 

Estado solicitó al Superintendente de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del 
Suelo (en adelante, “SOT”), reformular los términos de las consultas contenidas en 
oficio No. SOT-DS-0092-2024-O, de 15 de agosto de 2024, ingresado en el correo 
institucional único de este organismo el mismo día.  Con oficio No. 08442, de 29 de 
agosto de 2024, se insistió en la reformulación, lo cual fue atendido con oficio No. 
SOT-DS-0100-2024-O, de l8 de septiembre de 2024, al que se hizo referencia al 
inicio del presente. 
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1.2. A fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 08718, No. 
08719 y No. 08720, de 20 de septiembre de 2024, la Procuraduría General del 
Estado solicitó al Ministerio de Economía y Finanzas (en adelante, “MEF”), Banco 
Central del Ecuador (en adelante, “BCE”), y Asociación de Municipalidades 
Ecuatorianas (en adelante, “AME”), respectivamente, que remitan su criterio 
jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Con oficios No. 09081 
y No. 09082, de 17 de octubre de 2024, este organismo insistió en dichos 
requerimientos al BCE y a la AME, respectivamente. 

 
1.3. Los requerimientos de este organismo fueron atendidos, en su orden: a) por el 

Coordinador General de Asesoría Jurídica, encargado, del MEF mediante oficio No. 
MEF-CGAJ-2024-0128-O, de 25 de septiembre de 2024, ingresado en el correo 
institucional de la Procuraduría General del Estado al día siguiente; b) por la 
Directora Nacional de Asesoría Jurídica, Subrogante, de la AME con oficio No. 
AME-DNAJ-2024-0043-O, de 18 de octubre de 2024, ingresado en el correo 
institucional de este organismo el mismo día; y, c) por el Gerente General, 
Subrogante, del BCE mediante oficio No. BCE-BCE-2024-0192-OF de 08 de 
noviembre de 2024, ingresado en el correo institucional de la Procuraduría General 
del Estado el 11 de los mismos mes y año, al cual se adjuntó el informe Jurídico 
No. BCE-GJ-036-2024, de 30 de octubre de 2024, y el informe sobre Daciones de 
Pago No. BCE-SDCV-2024-025, de 28 de octubre de 2024. 
 

1.4. Al oficio de consulta se adjuntó el informe jurídico No. CGAJ-2024-007-IVJ, de 17 
de septiembre de 2024, remitido con memorando No. SOT-CGAJ-0266-2024-M, de 
17 de septiembre de 2024, elaborado por el Director de Patrocinio Judicial y 
aprobado por la Coordinadora General de Asesoría Jurídica de la Superintendencia 
de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo (en adelante, “SOT”), quién 
citó los artículos 82, 213 y 226 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en 
adelante, “CRE”); 95, 96, 102, 104, 105 y 109 de la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo2 (en adelante, “LOOTUGS”); 
43 del Código Tributario3 (en adelante, “CT”); 288 del Código Orgánico 
Administrativo4 (en adelante, “COA”), 131 y 142 del Código Orgánico de 
Planificación y Finanzas Públicas5 (en adelante, “COPLAFIP”); y, letra a) del 

                                       
1 CRE, publicado en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOOTUGS, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 790, de 05 de julio de 2016. 
3 CT, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 38 de 14 de junio de 2005. 
4 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
5COPLAFIP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 14 de octubre de 2010. 
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numeral 1.3.1.3. del Estatuto Orgánico de la SOT6 (en adelante “EOSOT”), con 
fundamento en los cuales concluyó lo siguiente: 

 
“4. CONCLUSIONES. 
 
La LOOTUGS, determina que la Superintendencia de Ordenamiento Territorial, Uso y 
Gestión del Suelo tiene la competencia para sancionar el cometimiento de infracciones 
al ordenamiento territorial por todos los niveles de gobierno, y del uso y gestión del 
suelo, hábitat, asentamientos humanos y desarrollo urbano, por los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados municipales y metropolitanos. 
 
La LOOTUGS prevé un rango de sanciones económicas dependiendo del tipo de 
infracción, entre leve, grave y muy grave. Así mismo, dicha norma en su artículo 104 
otorga potestad coactiva a esta entidad, con la finalidad de ejercer el cumplimiento de 
las sanciones económicas. 
 
En el referido artículo 104 de la LOOTUGS, se establece que el procedimiento de 
ejecución coactiva observará las normas del Código Tributario y supletoriamente las 
normas procesales pertinentes; existiendo así una norma de remisión al Código 
Tributario. 
 
El Código Tributario, en su artículo 43, en cuanto a cómo debe hacerse el pago y 
extinguir determinada obligación, permite la posibilidad de la dación en pago de títulos 
valor, entre los cuales constan los bonos del Estado. 
 
El Código Orgánico Administrativo, en su artículo 288, en cuanto a la posibilidad de 
bonos cono forma de pago de obligaciones dentro del procesos (sic) de ejecución 
coactiva, señala que en un procedimiento de ejecución coactiva, en fase de apremio, si 
la aprensión consiste en títulos, bonos y en general valores, siempre y cuando el 
ordenamiento jurídico permita, se podrá cancelar obligaciones con ellos. 
 
4.1. POSICIÓN NSTITUCIONAL 
 
En virtud de lo expuesto en la base legal citada, análisis y conclusiones, esta 
Coordinación General de Asesoría Jurídica considera factible, en un procedimiento de 
ejecución coactiva que lleve adelante la Superintendencia de Ordenamiento 
Territorial, aceptar bonos del Estado en dación de pago, con la finalidad de extinguir 
obligaciones pendientes; esto, en aplicación de lo previsto en el Artículo 104 de la 
LOOTUGS, en concordancia con el Artículo 43 del Código Tributario”. (Énfasis 
añadido) 

 

                                       
6 EOSOT, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 280 de 30 de marzo de 2023. 
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1.5. El Informe Jurídico del MEF suscrito por el Coordinador General de Asesoría 
Jurídica, encargado, basado en idéntica normativa de la invocada en el criterio 
jurídico de la consultante, manifestó lo siguiente: 

 
“III.- Opinión Jurídica: 
 
Con relación a la consulta puntual formulada a la Procuraduría General del Estado 
por el Superintendente de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo - SOT, 
que se refiere a si: “De acuerdo a lo previsto en el artículo 104 de la LOOTUGS que 
remite el procedimiento para ejecución coactiva al Código Tributario, es procedente 
aplicar la figura de dación en pago con bonos del Estado, de conformidad al artículo 
43 de Código Tributario?”, cabe indicar que: (Énfasis corresponde al texto original). 
 
De la revisión realizada por las Direcciones de Asesoría Jurídica de Financiamiento 
Público y de Asesoría Jurídica Económica y Financiera, a criterio de esta 
Coordinación General de Asesoría Jurídica de esta Cartera de Estado, la consulta 
formulada tiene sustento en la base normativa expuesta en el acápite anterior, es decir, 
que previo acuerdo entre las partes, sería legalmente viable aplicar la figura de 
dación en pago con bonos del Estado, de conformidad al artículo 43 del Código 
Tributario, en concordancia con el artículo 131 del Código Orgánico de Planificación 
y Finanzas Públicas, de acuerdo a lo que determina el artículo 104 de su ley orgánica 
LOOTUGS”. (Énfasis añadido). 
 

1.6. Por su parte, el criterio jurídico de la AME contenido en el oficio No. AME-DNAJ-
2024-0043-O, de 18 de octubre de 2024, suscrito por la Directora Nacional de 
Asesoría Jurídica, subrogante, además de las normas invocadas por la consultante, 
citó los artículos 2 del Código Orgánico Monetario y Financiero, Libro II: Ley de 
Mercado de Valores7 (en adelante, “LMV”), 135 y 143 del COPLAFIP; y, 
Disposición General Primera de la Codificación de Resoluciones Monetarias, 
Financieras, de Valores y Seguros8 (en adelante, “CRMFVS”), con fundamento en 
los cuales concluyó: 

 
“3.- Conclusión: 
 
El Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas establece un marco 
normativo claro y riguroso para la gestión de la deuda pública a través de la emisión y 
negociación de bonos y otros títulos valores. La obligación de las entidades y 
organismos públicos de reportar la tenencia de títulos representativos de deuda al ente 
rector de las finanzas públicas es fundamental para asegurar la transparencia y la 

                                       
7 Código Orgánico Monetario y Financiero, Libro II: LMV, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 332 de 12 
de septiembre de 2014. 
8 CRMFVS, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 22 de 26 de junio de 2017. 
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rendición de cuentas en la administración de los recursos públicos. Esta medida 
permite un control efectivo de la deuda pública, lo que es esencial para la estabilidad 
económica del país. 
 
Asimismo, el ente rector tiene la facultad de aprobar la emisión de títulos de mediano y 
largo plazo, en función de las necesidades de financiamiento y los requerimientos del 
mercado, con la supervisión del Comité de Deuda y Financiamiento. Esto garantiza que 
las decisiones sobre la emisión de deuda se tomen de manera informada y alineada con 
las políticas públicas. 
 
El proceso de negociación de los títulos valores también está claramente definido, 
asignando responsabilidades específicas a las entidades emisoras y asegurando que la 
negociación de los títulos incluidos en el Presupuesto General del Estado sea 
centralizada en el ente rector. Esto refuerza la supervisión y el control sin implicar una 
garantía estatal, promoviendo así un manejo responsable y eficiente de las finanzas 
públicas. 
 
El marco regulatorio establecido por el Código Orgánico de Planificación y Finanzas 
Públicas contribuye a una gestión más transparente y responsable de la deuda pública, 
lo que es crucial para el desarrollo económico y la estabilidad del país. 

(…) 

En conclusión, la norma establece que la obligación tributaria puede ser extinguida 
total o parcialmente a través de la dación en pago de diversos instrumentos 
financieros, como bonos y certificados de abono tributario, emitidos por la 
Administración Tributaria, el Banco Central del Ecuador o el ente rector de las 
finanzas públicas. (Énfasis añadido). 
 
Esta disposición legal proporciona a los contribuyentes una alternativa para saldar sus 
deudas tributarias, lo que puede facilitar la gestión fiscal y mejorar la liquidez. 
 
Además, el hecho de que estos títulos se reciban al valor de su adquisición más un 
porcentaje adicional garantiza un trato equitativo y justo tanto para el Estado como 
para los contribuyentes. Este mecanismo contribuye a un sistema tributario más flexible 
y accesible, promoviendo la regularización de las obligaciones fiscales. 
 
Criterio Jurídico: 
 
La figura de la dación en pago, conforme al artículo 43 del Código Tributario 
ecuatoriano, permite a los contribuyentes saldar sus obligaciones fiscales mediante la 
entrega de bonos del Estado, constituyendo una opción viable en situaciones de 
dificultad económica. Esta figura está diseñada para facilitar el cumplimiento 
tributario, potenciando la liquidez del Estado al permitir que los contribuyentes utilicen 
instrumentos financieros reconocidos en el mercado. 
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La Ley de Mercado de Valores, al definir ‘valores’ en su artículo dos, incluye bonos 
como instrumentos negociables, lo que refuerza la legalidad y aceptación de estos para 
la dación en pago. Al establecer que cualquier restricción a la libre negociación carece 
de validez, se promueve un entorno propicio para su utilización en el cumplimiento de 
obligaciones tributarias. 
 
Además, el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas establece un marco 
normativo claro sobre la emisión y negociación de bonos, asegurando transparencia y 
supervisión en su gestión. La posibilidad de que los bonos sean aceptados al valor de 
su adquisición más un porcentaje adicional garantiza un tratamiento justo tanto para el 
Estado como para los contribuyentes. 
 
Por lo tanto, la combinación de la legislación tributaria y de valores y demás normas 
conexas citadas, permite la aplicación efectiva de la dación en pago mediante bonos 
del Estado, ofreciendo una alternativa flexible y accesible para el cumplimiento de las 
obligaciones fiscales, lo cual es fundamental para la estabilidad económica del país. 
(Énfasis añadido). 
 
La dación en pago con bonos del Estado representa una herramienta jurídica que 
puede ser utilizada para facilitar el cumplimiento de obligaciones tributarias en 
Ecuador; sin embargo, su aplicación debe ser cuidadosamente evaluada y regulada 
para evitar posibles abusos y garantizar la protección de los intereses del Estado”. 
(Énfasis añadido). 

 
1.7. El informe jurídico del BCE No. BCE-GJ-036-2024 suscrito por el Gerente 

Jurídico, Subrogante, además de las normas citadas por la consultante, el MEF y la 
AME, citó los artículos 227 y 303 de la CRE; 26, 27.1 y 36 del Código Orgánico 
Monetario y Financiero9 (en adelante, “COMF”); 60 y 62 de la LMV; 144 del 
COPLAFIP; y, 145 y 146 del Reglamento General al COPLAFIP10 (en adelante, 
“RCOPLAFIP”), con base en los cuales analizó y concluyó: 

 
“3.2. Respecto de la dación en pago establecida en el artículo 43 del Código 
Tributario: 

(…) 

De igual manera, el mismo inciso tercero del artículo 43 del Código Tributario, 
establece que dichos instrumentos deben ser emitidos por: i) La Administración 
Tributaria; ii) El Banco Central del Ecuador; y, iii) El ente rector de las finanzas 
públicas 

                                       
9 COMF, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 332 de 12 de septiembre de 2014. 
10  
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Y, finalmente, señala que la emisión de dichos instrumentos, a través de las referidas 
autoridades deberán sujetarse a los parámetros y condiciones que para el efecto emita 
el ente rector de las finanzas públicas. 
 
Al respecto, el artículo 131 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas 
establece que, para el pago de obligaciones, distintas a aquellas que corresponden a la 
remuneración al trabajo, se pueden otorgar activos y títulos valores del Estado, como 
dación en pago. Para el efecto, los artículos 142 y 143 del mismo Código establecen 
que el ente rector de las finanzas públicas aprobará la emisión de títulos de mediano o 
largo plazo, el tipo de títulos del Estado a emitirse; y, sus términos y condiciones 
financieras de colocación, tomando en consideración las necesidades de financiamiento 
y los requerimientos del mercado. 
 
En concordancia, los artículos 145 y 146 del Reglamento al Código Orgánico de 
Planificación y Finanzas Públicas establecen la diferenciación de los títulos valores 
emitidos por el Estado Central y por otras entidades y organismos del Estado, 
estableciendo para estos últimos una autorización previa por sus directorios, previo a 
la emisión de la resolución de aprobación del ente rector de las finanzas públicas. 
 
Y, respecto de la negociación de los bonos y otros títulos emitidos, el Código Orgánico 
de Planificación y Finanzas Públicas, en su artículo 144 establece que la negociación 
se realizará en forma universal, a través de bolsas de valores y/o plataformas de 
negociación, excepto cuando se trate de transacciones que se realicen en forma 
directa entre entidades y organismos del sector público. (Énfasis añadido). 
 
Por lo expuesto, siempre y cuando se cumplan los presupuestos analizados en el 
presente, es aplicable el artículo 43 del Código Tributario, en virtud de que el artículo 
104 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo, deriva al 
Código Tributario para aplicar el procedimiento coactivo para el cobro de valores por 
sanciones económicas. 

(…) 

4. CRITERIO INSTITUCIONAL: 

(…) 

A criterio de esta institución, en virtud de que el artículo 104 de la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo, deriva al Código Tributario para 
aplicar el procedimiento coactivo en el cobro de valores por sanciones económicas, sí 
es aplicable el artículo 43 de dicho cuerpo legal, sobre el cual se ha realizado el 
presente análisis, considerando que para la ejecución de la dación en pago con títulos 
o bonos del Estado, los mismos deben cumplir con la forma, el procedimiento, los 
requisitos y las condiciones establecidas por el ente rector de las finanzas. (Énfasis 
añadido). 
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Cabe recalcar que la consulta se ha limitado a la dación en pago con bonos del Estado, 
pero el inciso tercer (sic) del artículo 43 del Código Tributario incluye tanto la dación 
en pago de bonos, certificados de abono tributario, títulos valor u otros similares, todos 
los cuales serían aplicables en el procedimiento coactivo”. 

 
1.8. De los informes jurídicos citados se aprecia que, tanto el criterio de la SOT como 

los criterios del MEF, la AME y el BCE coinciden en señalar que es legalmente 
viable la aplicación de la figura jurídica de dación en pago con bonos del Estado, 
con la finalidad de facilitar el cumplimiento o extinguir obligaciones pendientes, en 
aplicación a lo que disponen los artículos 43 del CT y 104 de la LOOTUGS.  
 
Adicionalmente, el MEF y el BCE prevén que, para la ejecución de la dación en 
pago con títulos o bonos del Estado, éstos deben cumplir con la forma, el 
procedimiento, los requisitos y las condiciones establecidas por el ente rector de las 
finanzas, y agrega el MEF que, para que proceda dicha dación en pago con bonos 
del Estado, debe existir un previo acuerdo entre las partes. 
 

2. Análisis. 
 
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata la consulta el análisis se referirá 
a los siguientes puntos: i) Competencia de la SOT para emitir sanciones y su cobro; y, 
ii) De la emisión de bonos y otros títulos. 
 
2.1.- Competencia de la SOT para emitir sanciones y su cobro.  
 
De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se 
garantiza a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por las 
autoridades competentes, considerando para el efecto que los servidores públicos solo 
pueden ejercer las competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico. 
 
Según el artículo 213 ibídem, las superintendencias son “organismos técnicos de 
vigilancia, auditoría, intervención y control de las actividades económicas, sociales y 
ambientales, y de los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el 
propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y 
atiendan al interés general”. Las superintendencias actuarán de oficio o por 
requerimiento ciudadano y sus facultades específicas, así como de las áreas que 
requieran del control, auditoría y vigilancia, se determinarán de acuerdo con la ley. 
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En ese contexto, según el artículo 95 de la LOOTUGS la SOT se creó como una 
“entidad técnica de vigilancia y control, con capacidad sancionatoria, personería 
jurídica de derecho público y patrimonio propio, que funcionará de forma 
desconcentrada e independiente”, la cual tiene autonomía administrativa, económica y 
financiera, y forma parte de la Función de Transparencia y Control Social. Según lo 
previsto en el numeral 6 del artículo 96 ibidem, la SOT tiene como una de sus 
atribuciones “Imponer las sanciones que corresponda por incumplimiento de las 
disposiciones contenidas en la presente Ley, demás normativa vigente que regule el 
ordenamiento territorial, el uso y la gestión del suelo, el hábitat y la vivienda”. 
 
Concordante con lo expuesto, el artículo 102 de la LOOTUGS, respecto de la potestad 
sancionadora de la SOT, dispone que ésta “tendrá potestad para sancionar las 
infracciones administrativas previstas en esta Ley, cometidas por las entidades del 
Gobierno Central y por los Gobiernos Autónomos Descentralizados”, y el artículo 104 
ibídem, al que se refiere la consulta, agrega que: 
 

“Para el cobro de las multas impuestas de conformidad con esta Ley, la 
Superintendencia de Ordenamiento Territorial y Uso y Gestión del Suelo ejercerá la 
acción coactiva. El procedimiento de ejecución coactiva observará las normas del 
Código Tributario y supletoriamente las normas procesales pertinentes” (énfasis 
añadido). 

 
En ese contexto, el artículo 157 del CT establece que, para el cobro de créditos 
tributarios, comprendiéndose en ellos los intereses, multas y otros recargos accesorios, 
las administraciones tributarias central, seccional y la administración tributaria de 
excepción, “gozarán de la acción coactiva, que se fundamentará sea con base de actos 
o resoluciones administrativas firmes o ejecutoriadas, en título de crédito emitido 
legalmente (…)”. 
 
Para el efecto, según lo prevé el artículo 160 ibídem, “Todo título de crédito, 
liquidación o determinación de obligaciones tributarias ejecutoriadas, sentencias 
firmes y ejecutoriadas que no modifiquen el acto determinativo, llevan implícita la 
orden de cobro para el ejercicio de la acción coactiva. El mismo efecto tendrá las 
resoluciones administrativas de reclamos, sancionatorias o recursos de revisión”, 
según lo prevé el artículo 160 ibídem (énfasis añadido). 
 
Adicionalmente, el primer inciso del artículo 161 del CT, referente al auto de pago, 
dispone que una vez “vencido el plazo para el pago, sin que el deudor hubiere 
satisfecho la obligación requerida o solicitado facilidades para el pago, el ejecutor 
dictará auto de pago ordenando que el deudor, o su responsable o ambos, paguen la 
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deuda o dimitan bienes dentro de veinte días contados desde el siguiente al de la 
citación de esta providencia”, apercibiéndoles que, en caso de no hacerlo, se 
embargarán bienes equivalentes al total de la deuda. 
 
En ese orden de ideas, el artículo 43 del CT, al que hace referencia la consulta, establece 
las formas cómo debe hacerse el pago, disponiendo expresamente que: 
 

“Salvo lo dispuesto en leyes orgánicas y especiales, el pago de las obligaciones 
tributarias se hará en efectivo, en moneda de curso legal; mediante cheques, débitos 
bancarios debidamente autorizados, libranzas o giros bancarios a la orden del 
respectivo recaudador del lugar del domicilio del deudor o de quien fuere facultado por 
la ley o por la administración para el efecto. Cuando el pago se efectúe mediante 
cheque no certificado, la obligación tributaria se extinguirá únicamente al hacerse 
efectivo. 
 
Las notas de crédito emitidas por el sujeto activo, servirán también para cancelar 
cualquier clase de tributos que administre el mismo sujeto. 
 
Asimismo, la obligación tributaria podrá ser extinguida total o parcialmente, 
mediante la dación en pago de bonos, certificados de abono tributario, títulos valor u 
otros similares, emitidos por el respectivo sujeto activo. Asimismo, la obligación 
tributaria podrá ser extinguida total o parcialmente, mediante la dación en pago de 
bonos, certificados de abono tributario, títulos valor u otros similares, emitidos por la 
respectiva Administración Tributaria, el Banco Central del Ecuador, o el ente rector 
de las finanzas públicas, conforme a los parámetros y condiciones que para el efecto 
emita este último; en todo y cualquier caso los títulos valores de que trata esta norma 
se recibirán al valor de su adquisición en las bolsas de valores más tres puntos 
porcentuales” (énfasis añadido). 
 

Con relación al pago de obligaciones con recursos de deuda, el artículo 131 del 
COPLAFIP dispone que, a excepción de obligaciones laborales que no provengan de 
dictámenes judiciales o las establecidas por la ley, “se podrán otorgar en dación de 
pago, activos y títulos - valores del Estado con base a justo precio y por acuerdo de las 
partes” (énfasis añadido). 
 
Cabe señalar que, según el artículo 324 del Código Sustantivo de la Superintendencia de 
Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo11 en adelante (CSSOT), “La 
recaudación de valores derivados de las multas generadas y los procesos de ejecución 
de la acción coactiva, se realizarán a través de las formas de pago que sean efectivas y 
estén permitidas por la legislación nacional vigente como depósitos, transferencias, 

                                       
11 CSSOT, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 332 de 12 de septiembre de 2014. 
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débitos directos o indirectos, y, cualquier otra que para el efecto señale la Dirección 
Financiera”. 
 
De lo manifestado se observa que: i) la SOT es una entidad técnica de vigilancia y 
control con capacidad sancionatoria, que tiene como una de sus atribuciones imponer 
las sanciones que correspondan por incumplimiento de las disposiciones contenidas en 
la LOOTUGS; ii) para el cobro de multas impuestas de conformidad con la LOOTUGS, 
la SOT ejerce acción coactiva, cuyo procedimiento de ejecución observa las normas del 
CT y supletoriamente las normas procesales pertinentes; iii) el CT establece que una 
forma de extinguir la obligación, total o parcialmente, es mediante la dación en pago de 
bonos, certificados de abono tributario, títulos valor u otros similares, emitidos por el 
Banco Central del Ecuador o el ente rector de las finanzas públicas; iv) según el 
COPLAFIP, para el pago de cualquier tipo de obligaciones, excepto las laborales, 
además del pago en efectivo, se podrán otorgar en dación de pago activos y títulos - 
valores del Estado con base en el justo precio y por acuerdo de las partes; y, v) de 
acuerdo con el Código Sustantivo de la SOT, la recaudación de valores derivados de las 
multas generadas y los procesos de ejecución de la acción coactiva se realizarán a través 
de las formas de pago que sean efectivas y estén permitidas por la legislación nacional 
vigente y cualquier otra que para el efecto señale la Dirección Financiera de esa entidad. 
 
2.2.- De la emisión de bonos y otros títulos.  
 
El artículo 2 de la LMV define al valor como el “derecho o conjunto de derechos de 
contenido esencialmente económico, negociables en el mercado de valores, incluyendo, 
entre otros, acciones, obligaciones, bonos, cédulas, cuotas de fondos de inversión 
colectivos, contratos de negociación a futuro o a término, permutas financieras, 
opciones de compra o venta, valores de contenido crediticio de participación y mixto 
que provengan de procesos de titularización y otros que determine el Consejo Nacional 
de Valores” (énfasis añadido).  
 
Agrega la citada norma que “cualquier limitación a la libre negociación y circulación 
de valores no establecida por Ley, no surtirá efectos jurídicos y se tendrá por no 
escrita”. Para la negociación y circulación de los valores emitidos por las entidades e 
instituciones del sector público se deberá observar, en lo que fuere aplicable, lo 
establecido en el COPLAFIP. 
 
Con relación a la emisión de bonos y otros títulos del estado, el artículo 142 del 
COPLAFIP prevé que, en consideración a las necesidades de financiamiento y los 
requerimientos del mercado, “el ente rector de las finanzas públicas aprobará, para 
consideración y autorización, cuando sea del caso, del Comité de Deuda y 
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Financiamiento, la emisión de títulos de mediano o largo plazo y el tipo de títulos del 
Estado a emitirse”, así como los términos y condiciones financieras de colocación 
(énfasis añadido). 
 
Añade esa norma que “Las emisiones de títulos valores incluidas las titularizaciones de 
otras entidades públicas, financieras y no financieras, requerirán de la aprobación del 
ente rector de las finanzas públicas”, y que “En el caso de emisiones de títulos valores 
de la banca pública cuyo monto anual supere el 0.15% del Presupuesto General del 
Estado deberá contar con el análisis y recomendación del ente rector de las finanzas 
públicas”. 
 
Una vez autorizada legalmente la “emisión de bonos o de otros títulos, se instrumentará 
la respectiva escritura pública”, en la que intervendrá el Ministro a cargo de finanzas 
públicas, tratándose de emisiones estatales, o de los representantes legales de la entidad 
del sector público que efectúe la emisión. Los requisitos de la escritura y de los bonos o 
valores que se emitan, se establecen en las normas técnicas expedidas para el efecto por 
el ente rector de las finanzas públicas, según lo prevé el artículo 143 ibídem. 
 
Para la negociación de bonos y otros títulos, el artículo 144 del COPLAFIP establece 
que, “Concluido el trámite de la emisión de bonos u otros títulos valores, si se trata de 
los emitidos dentro del Presupuesto General del Estado, serán negociados por el ente 
rector de las finanzas públicas”; y, los títulos valores emitidos por otras entidades 
serán negociados por ellas mismas, previa autorización del referido ente rector 
(énfasis añadido).  
 
Agrega el citado artículo que toda emisión de bonos, en moneda de curso legal o 
extranjera, se negociará en forma universal a través de las bolsas de valores y/o 
plataformas de negociación y solo se “exceptúan de la negociación en forma universal 
a las transacciones que se realicen en forma directa entre entidades y organismos del 
sector público” (énfasis añadido). 
 
Concordante con lo expuesto, el artículo 145 del RCOPLAFIP, sobre la emisión de 
títulos valores del Estado Central, dispone que: 
 

“El ente rector de las finanzas públicas, previo a la autorización del Comité de Deuda y 
Financiamiento, aprobará o recomendará mediante resolución la emisión de títulos 
valores, así como sus términos y condiciones financieras, en base de los informes 
técnico y jurídico que emitirán las áreas respectivas. 
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Toda emisión de bonos, en moneda de curso legal o extranjera, se negociará en forma 
universal, a través de las bolsas de valores y/o plataformas de negociación. Se 
exceptúan de la negociación en forma universal a las transacciones que se realicen en 
forma directa entre entidades y organismos del sector público. La entidad emisora 
deberá enviar de manera gratuita y hasta 48 horas después la información de las 
condiciones financieras por cada operación a las bolsas de valores para el registro 
correspondiente. 
 
Todos los tipos de títulos valores del Estado Central para su emisión deberán observar 
los principios de trasparencia y estandarización expedidos por el ente rector de las 
finanzas públicas en cumplimiento de la normativa vigente.”. 
 

Respecto del pago de capital e intereses de los títulos de la deuda pública interna y 
externa, “se hará por medio del Banco Central del Ecuador, como agente oficial del 
Estado”, de acuerdo con los contratos respectivos, según lo dispone el artículo 145 del 
COPLAFIP, sin que esta disposición sea aplicable a las obligaciones de emisión propias 
de las entidades de banca pública competentes. 
 
De lo citado se desprende que: i) el Valor es un derecho o conjunto de derechos de 
contenido esencialmente económico, negociables en el mercado de valores, que incluye, 
entre otros, bonos del Estado; ii) la emisión de bonos o de otros títulos por parte del 
Estado se instrumentará a través de escritura pública; y, iii) toda emisión de bonos se 
negociará en forma universal, a través de las bolsas de valores y/o plataformas de 
negociación y solo se exceptúan de esta negociación en forma universal las 
transacciones que se realicen en forma directa entre entidades y organismos del sector 
público. 
 
3. Pronunciamiento. 
 
En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con el 
artículo 104 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo y 
el inciso tercero del artículo 43 del Código Tributario, es procedente que, en un 
procedimiento de ejecución coactiva, la Superintendencia de Ordenamiento 
Territorial, Uso y Gestión del Suelo reciba bonos del Estado en dación en pago por 
parte de los Gobiernos Autónomos Descentralizados, siempre que se cumpla con la 
forma, procedimiento, requisitos y condiciones establecidos por el ente rector de 
finanzas y que se cuente con un acuerdo entre las partes, conforme lo disponen los 
artículos 131, 142 y 144 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, en 
concordancia con el artículo 324 del Código Sustantivo de la Superintendencia de 
Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo. 
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El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
 
C.C. Mgs. Juan Carlos Vega Malo 

Ministerio de Economía y Finanzas 
 
Mgs. Guillermo Enrique Avellán Solines 
Gerente General del Banco Central del Ecuador 
 
Ing. Patricio Maldonado Jiménez 
Presidente de la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas 

 
 

Firmado electrónicamente por:

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
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